SENTENCIA DE 22.6.2004 — ASUNTO C-42/01

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Pleno)
de 22 de junio de 2004"

En el asunto C-42/01,

Republica Portuguesa, representada por el Sr. L.I. Fernandes y la Sra. L. Duarte, en
calidad de agentes, asistidos por el Sr. M. Marques Mendes, advogado, que designa
domicilio en Luxemburgo,

parte demandante,

contra

Comisioén de las Comunidades Europeas, representada por los Sres. P. Oliver y
M. Franga, en calidad de agentes, que designa domicilio en Luxemburgo,

parte demandada,

que tiene por objeto la anulacién de la Decisiéon C(2000) 3543 final PT, de 22 de
noviembre de 2000, adoptada por la Comisién con arreglo al articulo 21 del
Reglamento (CEE) n° 4064/89 del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, sobre el
control de las operaciones de concentracién entre empresas (Asunto n° COMP/
M.2054 — Secil/Holderbank/Cimpor),

* Lengua de procedimiento: portugués.
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EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Pleno),

integrado por el Sr. V. Skouris, Presidente, los Sres. P. Jann, CW.A. Timmermans,
A. Rosas, C. Gulmann, J.-P. Puissochet y J.N. Cunha Rodrigues, Presidentes de Sala,
y los Sres. A. La Pergola y R. Schintgen, la Sra. N. Colneric y el Sr. S. von Bahr
(Ponente), Jueces;

Abogado General: Sr. A. Tizzano;
Secretaria: Sra. M. Mugica Arzamendi, administradora principal;

habiendo considerado el informe para la vista;

oidos los informes orales de las partes en la vista celebrada el 9 de septiembre
de 2003;

oidas las conclusiones del Abogado General en la vista de 22 de enero de 2004;

dicta la siguiente

Sentencia

Mediante escrito presentado en la Secretarfa del Tribunal de Justicia el 1 de febrero
de 2001, la Republica Portuguesa interpuso, con arreglo al articulo 230 CE, pérrafo
primero, un recurso de anulacién contra la Decisién C(2000) 3543 final PT, de 22 de
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noviembre de 2000, adoptada por la Comisién con arreglo al articulo 21 del
Reglamento (CEE) n° 4064/89 del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, sobre el
control de las operaciones de concentracién entre empresas (Asunto n° COMP/
M.2054 — Secil/Holderbank/Cimpor; en lo sucesivo, «Decisién impugnada»).

Marco juridico

Normativa comunitaria

El articulo 4, apartado 1, del Reglamento (CEE) n° 4064/89 del Consejo, de 21 de
diciembre de 1989, sobre el control de las operaciones de concentracién entre
empresas (DO L 395, p. 1), en su versién modificada por el Reglamento (CE)
n° 1310/97 del Consejo, de 30 de junio de 1997 (DO L 180, p. 1; en lo sucesivo,
«Reglamento sobre concentraciones»), dispone:

«Las operaciones de concentracién de dimensién comunitaria objeto del presente
Reglamento, deberén notificarse a la Comisién en el plazo de una semana a partir de
la fecha de la conclusién del acuerdo, de la publicacién de la oferta de compra o de
canje, o de la adquisicién de una participacién de control. El plazo comenzard a
contar a partir del momento en que se produzca el primero de los acontecimientos
citados.»

A tenor del articulo 6, apartado 1, del Reglamento sobre concentraciones, la
Comision procederd al examen de la notificacién a su recepcion.
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Del articulo 10, apartado 1, del Reglamento sobre concentraciones resulta que la
Comisién dispone de un plazo de un mes para decidir si incoa o no el procedimiento
formal de examen de la compatibilidad de la operacién de concentracién con el
mercado comtin. Con arreglo al apartado 3 del mismo articulo, la decisién que
declare que la concentracién notificada es incompatible con el mercado comuin
debera adoptarse en un plazo méximo de cuatro meses a partir de la fecha de
incoacién del procedimiento formal.

El articulo 21 del Reglamento sobre concentraciones establece:

«1. La Comisién tendrd competencia exclusiva para adoptar las decisiones previstas
en el presente Reglamento, sin perjuicio del control del Tribunal de Justicia.

2. Los Estados miembros se abstendran de aplicar su legislacién nacional en materia
de competencia a las operaciones de concentracién de dimensién comunitaria,

[..]

3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, los Estados miembros podrén
adoptar las medidas pertinentes para proteger intereses legitimos distintos de los
contemplados en el presente Reglamento que sean compatibles con los principios
generales y demas disposiciones del Derecho comunitario.

Se considerardn como intereses legitimos con arreglo al parrafo primero, la
seguridad publica, la pluralidad de los medios de comunicacién y las normas
prudenciales.
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Cualquier otro interés piblico deberd ser comunicado por el Estado miembro de
que se trate a la Comision, y deberé ser reconocido por ésta previo examen de su
compatibilidad con los principios generales y demds disposiciones del Derecho
comunitario antes de que puedan adoptarse las medidas mencionadas ante-
riormente. La Comisi6n notificaré su decisién al Estado miembro de que se trate en
el plazo de un mes a partir de dicha comunicacién.»

Normativa nacional

La Ley n° 11/90, de 5 de abril de 1990, Ley-marco relativa a las privatizaciones
(Didrio da Republica I, serie A, n° 80, de 5 de abril de 1990, p. 1664), y el Decreto-ley
n° 380/93, de 15 de noviembre de 1993 (Didrio da Repiiblica I, serie A, n° 267, de
15 de noviembre de 1993, p. 6362), adoptado con arreglo a dicha Ley-marco,
establecen el régimen legal de las privatizaciones en el ordenamiento juridico
portugués a los efectos de presente procedimiento. El Decreto-ley n° 380/93 instaura
y regula un procedimiento especial de seguimiento por parte del Estado de la
evolucion del accionariado de las empresas en fase de privatizacién. En virtud del
articulo 1 del citado Decreto-ley, la adquisicién de acciones que representen mas del
10 % del capital con derecho a voto en sociedades que todavia no hayan sido
privatizadas integramente, quedard sujeta a autorizacién previa del ministro de
Hacienda.

Hechos que originaron el litigio

El 15 de junio de 2000, Secilpar, S.L., sociedad espafiola (en lo sucesivo, «Secilpar»),
controlada al 100 % por Secil-Companhia Geral de Cal e Cimento SA, sociedad
portuguesa (en lo sucesivo, «Secil»), hizo publico el anuncio previo de lanzamiento
de una oferta publica de adquisicién de las acciones de Cimpor-Cimentos de
Portugal SGPS, SA, sociedad portuguesa (en lo sucesivo, «Cimpor»). Cimpor es una
antigua empresa publica, privatizada a principios del afio 1994, de la que el Estado
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portugués, que habifa ido vendiendo progresivamente sus acciones, posefa, en el
momento en que se publicé el anuncio previo, el 12,7 % de las acciones, de las que el
10 % correspondian a derechos especiales. El anuncio previo sefialaba que
Holderbank Financiére Glaris, SA, sociedad suiza, (en lo sucesivo, Holderbank)
actuaba de acuerdo con Secilpar y Secil.

Segun el citadoranuncio previo, las condiciones aplicables a la oferta ptblica de
adquisicién de acciones eran, en concreto:

— la aceptacién de la oferta por parte de accionistas que fueran titulares, por lo
menos, del 67 % de todas las acciones de Cimpor;

— lasupresién de los derechos especiales de los que disfrutaba el Estado portugués
como accionista de Cimpor;

— la eliminacién de las limitaciones al ejercicio del derecho de voto previstas en
los estatutos de Cimpor,

El 16 de junio de 2000, de conformidad con el Decreto-ley n° 380/93, Secilpar y
Holderbank solicitaron al ministro de Hacienda portugués la autorizacion para
adquirir, mediante oferta ptiblica de compra, una participacion de hasta el 100 % del
capital social con derecho a voto de Cimpor en los términos indicados y con las
condiciones sefialadas, en concreto, en el anuncio previo.
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En la solicitud se precisaba que la oferta ptblica de compra tenfa por objeto, en una
primera fase, la adquisicién de hasta el 100 % de las acciones de Cimpor por medio
de Secilpar, especialmente constituida a estos efectos. En una segunda fase, Secil y
Holderbank iban a repartirse los activos de Cimpor; el objetivo era que Secil
adquiriera las actividades de Cimpor en Espaia y en Egipto, as{ como una parte de
sus actividades en Brasil, y que Holderbank asumiera las actividades de Cimpor en
Portugal, en Marruecos, en Ttnez y en Mozambique, asi como el resto de sus
actividades en Brasil.

El 4 de julio de 2000, la Comisién, con arreglo al articulo 4 del Reglamento sobre
concentraciones, recibi6 la notificacién del proyecto de concentracién en virtud del
cual Holderbank y Secil, conforme al articulo 3, apartado 1, letra b), de dicho
Reglamento, iban a adquirir el control conjunto de Cimpor como consecuencia de la
oferta puiblica de adquisicién de acciones anunciada el 15 de junio de 2000 (véase la
notificacién previa de una operacién de concentracién DO C 198, p. 5; en lo
sucesivo, «notificaciéon de 4 de julio de 2000»).

Mediante resolucién de 5 de julio de 2000, el ministro de Hacienda desestimé la
solicitud de 16 de junio de 2000 y sefialé que el Estado portugués no tenia la
intencién de renunciar a los derechos especiales de los que era titular como
accionista de Cimpor y que se oponfa a eliminar las limitaciones al ejercicio del
derecho de voto previstas en los estatutos de Cimpor.

Mediante escrito de 7 de julio de 2000, en respuesta a un escrito del dia anterior,
Secil informé a la Comissio do Mercado de Valores Mobilidrios (comisién del
mercado de valores mobiliarios; en lo sucesivo, «CMVM») de sus intenciones en
relacién con la oferta phblica de adquisicién. El mismo dfa, Secilpar y Holderbank
dirigieron una nueva solicitud al ministro de Hacienda con el fin de adquirir, de
conformidad con el Decreto-ley n° 380/93, més del 10 % de las acciones de Cimpor,
especialmente en el mercado. En dicha solicitud renunciaban, en concreto, a
supeditar la oferta publica de adquisicién a que se suprimieran los derechos
especiales del Estado portugués en su condicién de accionista de Cimpor.
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El 20 de julio de 2000, la Comisidn, por considerar que la notificacién de 4 de julio
de 2000 era incompleta, concedi6 de plazo hasta el 28 de agosto de 2000 para que las
partes la completaran. A instancia de las partes, este plazo se prorrogé hasta el 15 de
septiembre de 2000. Sin embargo, dado que dichas partes no remitieron a la
Comisién la informacién solicitada, esta dltima suspendié el examen de la
concentracion.

Mediante resolucién de 11 de agosto de 2000, el ministro de Hacienda sefiald, por
una parte, que la junta general de Cimpor habfa rechazado la propuesta de eliminar
las limitaciones al ejercicio del derecho de voto, de modo que parecia que la oferta
publica de adquisicién habia quedado sin efecto. Por otra parte, desestimé de nuevo
la solicitud de Secilpar y de Holderbank, puntualizando que los objetivos de las
partes eran, en general, contrarios a los objetivos de la reprivatizacién. En la
resolucién de 11 de agosto de 2000 se subrayaba que las razones de dicha negativa
eran:

i) el hecho de que la adquisicién supondria la retirada de Cimpor del mercado
portugués de capitales;

ii) la incompatibilidad del proyecto industrial de las solicitantes con las estrategias
del Gobierno portugués relativas a la reestructuracion del sector;

iii) el hecho de que la adquisicién impediria la cesién de la participacién del Estado
portugués en Cimpor en buenas.condiciones econémicas y financieras, asi como

iv) que la adquisicién implicaria vulnerar el principio de igualdad de trato en la
tltima fase del proceso de privatizacién de Cimpor.
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También el 11 de agosto de 2000, Secilpar comunicé a la CMVM algunas
modificaciones del anuncio previo de oferta ptblica de adquisicion de acciones, cuyo
objeto era responder a las preocupaciones que habfan expresado las autoridades
portuguesas.

Mediante escrito del mismo dfa, la CMVM, teniendo en cuenta la resolucién de
11 de agosto de 2000 y considerando que las modificaciones del anuncio previo ya
no eran pertinentes, comunicé a Secilpar su decisién de ordenar la retirada de la
oferta putblica de adquisicién que habia anunciado previamente dicha sociedad.

Mediante escrito de 16 de agosto de 2000, el jefe de gabinete del ministro de
Hacienda remitid, con cardcter privado, una copia de la resolucién de 11 de agosto
de 2000 al jefe de gabinete del Comisario responsable de la politica de competencia.

Mediante escrito de 21 de septiembre de 2000, este dltimo informé al ministro de
Hacienda de la notificacién de 4 de julio de 2000 y sefial6é que la primera impresion
de la Comision fue que la Republica Portuguesa habia incumplido la obligacién de
comunicar previamente a la Comisién, con arreglo a las normas comunitarias en
materia de control de las concentraciones, su intencién de oponerse a una operacioén
de concentraci6n, asi como los intereses que pretendia proteger con dicha medida.

En el citado escrito se precisaba ademds que parecia que la Reptiblica Portuguesa
habia incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del articulo 21,
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apartado 3, del Reglamento sobre concentraciones cuando decidié oponerse a la
propuesta de adquisicién de Cimpor por Secil y Holderbank sin haber informado a
la Comisién de sus razones y sin haberle permitido apreciar la compatibilidad de los
motivos de interés ptiblico con la normativa comunitaria antes de adoptar las
medidas controvertidas. En el caso de que la Comisién llegara a la conclusién de que
los motivos invocados por la Republica Portuguesa no se correspondian con
ninguna de las tres condiciones mencionadas en el articulo 21, apartado 3, del
Reglamento sobre concentraciones, la Comisién podria adoptar las medidas
pertinentes en virtud de dicha norma. Se solicité a la Republica Portuguesa que
remitiera sus observaciones sobre este extremo como muy tarde el 5 de octubre
de 2000.

Por tltimo, en este escrito de 21 de septiembre de 2000 se sefialaba que, si se llegaba
a la conclusién de que las resoluciones del ministro de Hacienda no estaban
justificadas por la proteccién de otros intereses legitimos en el sentido del
articulo 21, apartado 3, del Reglamento sobre concentraciones, la Comisién
adoptarfa las medidas oportunas. Se insté a la Republica Portuguesa a que
presentara sus observaciones al respecto asimismo a mds tardar el 5 de octubre
de 2000.

Mediante escrito de 3 de octubre de 2000, el ministro de Hacienda respondié que no
habfa aplicado a la oferta puiblica de adquisicién de Secilpar y Holderbank la
normativa portuguesa sobre competencia, sino el Decreto-ley n° 380/93. Asimismo
afirmé que la Gltima fase de la reprivatizacién tendria lugar pronto, que implicaria la
supresién de los derechos especiales de los que es titular el Estado portugués en su
condicién de accionista de Cimpor y que la adquisicién de participaciones de
Cimpor ya no estarfa sujeta al Decreto-ley n° 380/93.

El 22 de noviembre de 2000, la Comisién adopté la Decisién impugnada.

El 11 de enero de 2001, se retiré la notificacién de 4 de julio de 2000.
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Mediante sentencia de 4 de junio de 2002, Comisién/Portugal (C-367/98, Rec.
p. I-4731), el Tribunal de Justicia estimé un recurso por incumplimiento interpuesto
por la Comisién, el 14 de octubre de 1998, relativo a la infraccién del articulo 73 B
del Tratado CE (actualmente articulo 56 CE). El Tribunal de Justicia declaré que la
Republica Portuguesa habia incumplido las obligaciones que le incumben en virtud
del citado articulo, al adoptar y mantener en vigor, entre otras disposiciones, la Ley
n° 11/90 y el Decreto-ley n° 380/93.

La Decision impugnada

De los considerandos primero y segundo de la Decisién impugnada se desprende
que ésta se refiere a la compatibilidad de las resoluciones de 5 de julio y de 11 de
agosto de 2000 con el articulo 21 del Reglamento sobre concentraciones.

En el considerando undécimo de la Decisién impugnada, la Comisién afirma que la
operacién notificada consiste en la adquisicién de Cimpor por Secil y Holderbank
con la finalidad de repartirse inmediatamente los activos adquiridos. Por tanto, dicha
adquisicion tiene por objeto dos concentraciones mediante las cuales cada empresa
adquiere una parte de Cimpor.

Bajo el titulo «Compatibilidad con el articulo 21 del Reglamento [sobre
concentraciones] de las medidas adoptadas por las autoridades portuguesas», la
Comisién subraya, en el considerando 49 de la Decisién impugnada, que las
autoridades portuguesas no le comunicaron interés piblico alguno que estimaran
necesario proteger mediante las resoluciones de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000.
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En el considerando 50 de la Decisién impugnada, la Comisién observa que la
«evolucion del accionariado de las sociedades en fase de privatizacién, con vistas a
potenciar la capacidad empresarial y la eficiencia del aparato productivo nacional de
modo compatible con las orientaciones de politica econdmica de Portugal, se cita en
las resoluciones [de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000] como objetivo manifiesto
del Decreto-ley n° 380/93».

En el considerando 55 de la Decisién impugnada, la Comisién declara que dicho
objetivo no estd comprendido entre los intereses (seguridad publica, pluralidad de
los medios de comunicacién y normas prudenciales) considerados legitimos per se
en virtud del articulo 21, apartado 3, parrafo segundo, del Reglamento sobre
concentraciones.

En los considerandos 56 y 57 de la Decisién impugnada, la Comisién sefiala que la
Repuiblica Portuguesa incumplié las obligaciones que le incumben en virtud del
articulo 21 del Reglamento sobre concentraciones, al no comunicarle de qué interés
se trataba. No obstante, afirma que los motivos que subyacen en las resoluciones de
5 de julio y de 11 de agosto de 2000 se desprenden con claridad del tenor de las
propias resoluciones.

A este respecto, la Comisién observa, en el considerando 58 de la Decisién
impugnada, «que los argumentos en los que se apoyan las dos decisiones de
oposicion a la concentracién se mencionan en el texto de la segunda resolucién,
segin la cual es necesario proteger la evolucién del accionariado de las sociedades
en fase de privatizacién, con vistas a potenciar la capacidad empresarial y la
eficiencia del aparato productivo nacional, de modo compatible con las
orientaciones de politica econdmica de Portugal. Las dos resoluciones constituyen
restricciones a la libertad de establecimiento y a la libre circulacién de capitales
consagradas en el Tratado y no pueden considerarse justificadas por razones de
orden publico reconocidas por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia; en
cualquier caso, la Repiblica Portuguesa no ha alegado ninguna razén al respecto.
Asimismo, el principio general de igualdad de trato, basindose en el cual la
Repriblica Portuguesa adopté su primera resolucidn, no afiade ningtin dato relevante
a las mencionadas alegaciones».

I-6113



33

34

35

36

SENTENCIA DE 22.6.2004¢ — ASUNTO C-42/01

En el considerando 59 de la Decisién impugnada, la Comision llega a la conclusién
de que, «dejando también al margen el hecho de que la Repiblica Portuguesa no
haya comunicado a la Comision las razones de las resoluciones en el plazo sefialado,
conforme a lo dispuesto en el articulo 21, apartado 3, del Reglamento [sobre
concentraciones], la Comisién no puede considerarlas legitimas».

En el considerando 60 de la Decisién impugnada, que figura en la parte titulada
«Conclusién», la Comisién afirma que, al adoptar las resoluciones por las que se
niega a autorizar la adquisicién de mds del 10 % de las acciones de Cimpor, la
Reptiblica Portuguesa prohibid, de hecho, que las partes notificantes adquirieran el
control de Cimpor.

En el considerando 61 de la Decisién impugnada, la Comisién observa que, dado
que la resolucién de 5 de julio de 2000, tal como fue reformulada el 11 de agosto de
2000, por la que se deniega la autorizacién para adquirir mas del 10 % de las
acciones de Cimpor, no parece basarse en la seguridad publica, la pluralidad de los
medios de comunicacién y las normas prudenciales, «las autoridades portuguesas no
podian intervenir y prohibir una concentracién de dimensién comunitaria sin
comunicar a la Comisién, antes de adoptar las medidas que constituyen el objeto de
la presente Decisién, cualquier otro interés ptblico que tuvieran la intencién de
proteger, con arreglo al articulo 21, apartado 3 del Reglamento [sobre concen-
traciones]».

La Comisién subraya, en el considerando 62 de la Decisién impugnada, que el
«articulo 21, apartado 3, [del Reglamento sobre concentraciones] se verfa privado de
todo efecto titil si, debido a la falta de comunicacién, la Comisién no pudiera
examinar si una medida adoptada por un Estado miembro estd justificada por
alguno de los intereses expresamente considerados legitimos en el articulo 21,
apartado 3. Los Estados miembros podrian eludir ficilmente el examen de la
Comisi6n absteniéndose de comunicar dichas medidas. La estructura del articulo 21
descansa en el equilibrio entre, por una parte, la obligacién que incumbe a los
Estados miembros de comunicar previamente a la Comisién el interés que
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consideran legitimo y, por otra, la obligacién impuesta a la Comisién de adoptar en
el plazo de un mes una decisién sobre la compatibilidad del interés invocado con el
Derecho comunitario».

Segin el considerando 63 de la Decisién impugnada, la Comisién estima que «el
articulo 21 debe interpretarse en el sentido de que, con independencia de que una
medida haya sido comunicada o no, la Comisi6én estd facultada para adoptar una
decisién en la que determine si dicha medida es contraria al principio de la
competencia exclusiva que establece el Reglamento [sobre concentraciones)».

La Comisidn, en el considerando 64 de la Decisién impugnada, concluye que «las
medidas adoptadas por las autoridades portuguesas en relacién con la operacién
notificada y, en concreto, [las resoluciones de 5 de julio y 11 de agosto de 2000] no
pueden considerarse medidas dirigidas a proteger intereses legitimos compatibles
con los principios generales y demds disposiciones del Derecho comunitario. Por
consiguiente, estas medidas son contrarias al Derecho comunitario, en particular, al
articulo 21 del Reglamento [sobre concentraciones]».

El considerando 65 de la Decisién impugnada precisa que, «por tanto, la Reptiblica
Portuguesa estd obligada a adoptar las medidas necesarias para adaptarse al Derecho
comunitario y a revocar las mencionadas resoluciones».

El articulo 1 de la Decisién impugnada dispone:

«Los intereses que subyacen en la resolucién del ministro de Hacienda portugués de
[5] de julio de 2000, tal y como fue reformulada el 11 de agosto de 2000, que no han

IS
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sido notificados a la Comisién, en contra de lo dispuesto en el articulo 21,
apartado 3, del Reglamento [sobre concentraciones], son incompatibles con el
Derecho comunitario.»

Sobre el recurso

La Reptiblica Portuguesa plantea con cardcter preliminar una cuestién relativa a la
caducidad de la Decisién impugnada. A continuaci6n invoca seis motivos en apoyo
de su recurso, basados en:

— la infraccién del articulo 253 CE debido a la falta de indicacién precisa y
suficiente de la base juridica de la Decisién impugnada;

— la infraccién del articulo 253 CE por falta de motivacién de la supuesta
incompatibilidad de las medidas nacionales con el Derecho comunitario;

— lainfraccién del articulo 7 CE y del articulo 21, apartados 1y 3, parrafo tercero,
del Reglamento sobre concentraciones, debido a la falta de competencia de la
Comisién para adoptar la Decisién impugnada, al no haber comunicado la
Reptblica Portuguesa los intereses protegidos por las medidas nacionales;
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— la infraccién del articulo 220 CE y del articulo 21, apartado 1, del Reglamento
sobre concentraciones, debido a que, al adoptar la Decisién impugnada sin
haber recibido la mencionada comunicacién, la Comisién conculcé la reserva
del control jurisdiccional;

— lainfraccién del articulo 5 CE, pérrafo tercero, y la vulneracién del principio de
proporcionalidad, debido a que la Comisién, por un lado, no limitd su examen
unicamente a la concentracién de dimensién comunitaria, a saber, Holderbank/
Cimpor y, por otro, adopté una medida definitiva e irreversible a pesar de la
inaccién de las partes notificantes;

— la utilizacién del procedimiento inadecuado debido a que, pese a la falta de la
citada comunicacion por parte de la Republica Portuguesa, la Comisién adopté
la Decisién impugnada en vez de iniciar un procedimiento por incumplimiento
con arreglo al articulo 226 CE.

Sobre la cuestion preliminar relativa a la caducidad de la Decisién impugnada

La Reptiblica Portuguesa alega que la Decisién impugnada se adopté como
consecuencia, y en el marco, del procedimiento que se inicié con la notificacién de
4 de julio de 2000. Pues bien, en su opinidn, la retirada de ésta, el 11 de enero de
2001, tras la adopcién de la Decisién impugnada, puso fin al procedimiento, de
modo que desapareci6 la base juridica en la que la Comisién pretendié fundamentar
su competencia para actuar en virtud del articulo 21 del Reglamento sobre
concentraciones. Por consiguiente, la Decisién impugnada caducd.
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A este respecto, basta sefialar que, por las razones que expone el Abogado General
en los puntos 32 y 33 de sus conclusiones, la retirada de la notificacién después de la
adopcién de la Decisién impugnada no conlleva, en ningdn caso, la caducidad de
dicha Decisién. Por tanto, la Decisién impugnada contintia existiendo y siendo
objeto del recurso interpuesto por la Reptiblica Portuguesa.

Sobre los motivos tercero, cuarto y sexto

Mediante sus motivos tercero, cuarto y sexto, que procede examinar conjuntamente
y en primer lugar, el Gobierno portugués sostiene, en esencia, que, como la
Reptiblica Portuguesa no habfa comunicado los intereses protegidos por las
resoluciones de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000, la Comisién no era competente
para adoptar la Decisién impugnada.

En primer lugar, tras admitir que los intereses subyacentes en las resoluciones de
5 de julio y de 11 de agosto de 2000 no se corresponden con ninguna de las
categorfas de intereses legitimos previstas expresamente en el articulo 21, apartado 3,
parrafo segundo, del Reglamento sobre concentraciones, el Gobierno portugués
observa que el tercer parrafo del citado apartado autoriza la proteccién nacional de
otros intereses ptiblicos e impone al Estado miembro la obligacién de comunicarlos
a la Comisién.

Segtin el Gobierno portugués, la Comisién sélo podra notificar su decision al Estado
miembro implicado en caso de que éste le comunique su voluntad de invocar otros
intereses publicos. Mientras el Estado miembro no realice tal comunicacién, la
Comisién tampoco tendrd competencia para pronunciarse sobre los intereses
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contemplados en el articulo 21, apartado 3, parrafo segundo, del Reglamento sobre
concentraciones.

El Gobierno portugués sostiene, ademds, que a falta de comunicacidn, la Comisién
se arriesga a pronunciarse sobre un interés piblico que no se corresponde con el
que efectivamente persigue el autor de la decisién nacional.

A continuacidn, el Gobierno portugués alega que, dado que, a falta de comunicacién
por parte del Estado miembro interesado, la Comisién no puede adoptar una
decision con arreglo al articulo 21, apartado 3, parrafo tercero, del Reglamento sobre
concentraciones, la funcién de control y de garantia de la legalidad incumbe al
Tribunal de Justicia o a los 6rganos jurisdiccionales nacionales en el marco de los
procedimientos internos. Por tanto, al adoptar la Decisién impugnada, la Comisién
invadié la competencia de estos tltimos en contra de lo dispuesto en el articulo 21,
apartado 1, del citado Reglamento y en el articulo 220 CE.

Por ultimo, el Gobierno portugués sostiene que, sin perjuicio de la competencia de
la Comisién para adoptar una decisiéon en las circunstancias previstas en el
articulo 21, apartado 3, parrafo tercero, del Reglamento sobre concentraciones, tal
como lo interpreta este Gobierno, cualquier situacién de inobservancia potencial,
por parte de los Estados miembros, de la obligacién de comunicacién o de los
limites materiales de la conformidad de los interés piblicos debe ser objeto, en su
caso, de un recurso por incumplimiento con arreglo al articulo 226 CE. Por tanto,
segin el Gobierno portugués, al adoptar la Decision impugnada, la Comision
infringié directamente dicho articulo y utilizé un procedimiento inadecuado.

Por una parte, es preciso recordar que el Reglamento sobre concentraciones se basa
en el principio de un reparto preciso de competencias entre las autoridades
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nacionales y comunitarias de control. El considerando 29 de su exposicién de
motivos establece que «las operaciones de concentracién no contempladas en el
presente Reglamento son, en principio, competencia de los Estados miembros». En
cambio, la Comisién es la tinica competente para adoptar todas las decisiones
relativas a las operaciones de concentracion de dimensién comunitaria (sentencia de
25 de septiembre de 2003, Schliisselverlag ].S. Moser y otros/Comisién, C-170/02 P,
Rec. p. 19889, apartado 32).

Por otra parte, el Reglamento sobre concentraciones contiene también disposiciones
cuyo objetivo es limitar, en aras de la seguridad juridica y del interés de las empresas
afectadas, la duracién de los procedimientos de examen de las operaciones que
incumben a la Comisidn. De este modo, la notificacién a la Comisién de una
operaci6n de dimensién comunitaria debe tener lugar, con arreglo al articulo 4 de
dicho Reglamento, en el plazo de una semana. Los articulos 6 y 10, apartado 1, de
este Reglamento establecen que la Comisién iniciard inmediatamente el examen y
que dispone en tal caso de un plazo de un mes, como regla general, para decidir si
inicia el procedimiento formal de examen de la compatibilidad de la operacién con
el mercado comin. Segin el articulo 10, apartado 3, del mismo texto, la Comisién
debe adoptar una decision sobre el caso en un plazo de cuatro meses, en principio, a
partir de la fecha de incoacién del procedimiento. El mismo articulo establece, en su
apartado 6, que, «si la Comisién no hubiere tomado una decisién [...] en los plazos
[..], la operaci6n de concentracién serd considerada declarada compatible con el
mercado comtn» (sentencia Schliisselverlag J.S. Moser y otros/Comisién, antes
citada, apartado 33).

Del mismo modo, en virtud del articulo 21, apartado 3, pérrafo tercero, del
Reglamento sobre concentraciones, cualquier interés ptblico distinto de los tres
enumerados en el parrafo segundo del citado apartado debera ser comunicado por el
Estado miembro de que se trate a la Comisi6n y ésta habréd de notificar su decisién
en el plazo de un mes a partir de dicha comunicacién.
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Por tanto, procede concluir que el legislador comunitario pretendié establecer una
clara distribucién de las intervenciones de las autoridades nacionales y comunitarias
¥y que se propuso garantizar el control de las operaciones de concentracién en plazos
compatibles tanto con las exigencias de una buena administracién como con las del
trdfico mercantil (véase, en este sentido, la sentencia Schliisselverlag J.S. Moser y
otros/Comisidn, antes citada, apartado 34).

Por consiguiente, no se puede acoger la interpretacién del articulo 21, apartado 3,
parrafo tercero, del Reglamento sobre concentraciones defendida por el Gobierno
portugués, segiin la cual, a falta de comunicacién de los intereses protegidos por las
resoluciones de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000, la Comisién no podia adoptar
una decisién sobre la compatibilidad de dichos intereses con el Derecho
comunitario.

En efecto, como sefialé acertadamente el Abogado General en el punto 51 de sus
conclusiones, si, a falta de comunicacién del Estado miembro de que se trata, la
Comisién s6lo pudiera interponer un recurso por incumplimiento con arreglo al
articulo 226 CE, serfa imposible obtener una decisién comunitaria en los plazos tan
breves previstos por el Reglamento sobre concentraciones y, en consecuencia, seria
mayor el riesgo de que dicha decisién recayera una vez que la operacién de
concentracién de dimensién comunitaria hubiera quedado comprometida definiti-
vamente como resultado de las medidas nacionales.

Ademds, la interpretacién del Gobierno portugués priva de su efecto dtil al
articulo 21, apartado 3, parrafo tercero, del Reglamento sobre concentraciones, al
ofrecer a los Estados miembros la posibilidad de eludir ficilmente los controles
previstos por esta disposicién.

De lo anterior resulta que, para que sea eficaz el control de los intereses ptiblicos
distintos de los contemplados en el articulo 21, apartado 3, parrafo segundo, del
Reglamento sobre concentraciones, que el parrafo tercero de dicho apartado confia
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a la Comision, es necesario reconocer a esta institucion la facultad de adoptar una
decisién sobre la compatibilidad de tales intereses con los principios generales y
demds disposiciones del Derecho comunitario, con independencia de que los citados
intereses le hayan sido comunicados o no.

Si bien es cierto que la falta de comunicacién por parte del Estado de que se trate
puede hacer més incierta y compleja la funcién de la Comisién, en la medida en que
ésta puede encontrar dificultades para determinar los intereses protegidos por las
medidas nacionales, no es menos cierto, como sefialo el Abogado General en el
punto 55 de sus conclusiones, que la Comisi6én siempre tiene la posibilidad de pedir
informaci6n al Estado miembro de que se trate. Si, pese a dicha solicitud, éste no
proporciona la informacién requerida, la Comisién puede adoptar una decision
baséndose en los elementos de que dispone (véase, por analogia, por lo que se refiere
a las ayudas de Estado, la sentencia de 14 de febrero de 1990, Francia/Comision,
denominada «Boussac Saint Fréres», C-301/87, Rec. p. I-307, apartado 22).

Por otra parte, en una situacién como la del presente caso, en la que el Estado
miembro no comunicé los intereses protegidos por las medidas nacionales
controvertidas, es inevitable que la Comisién examine en primer lugar si tales
medidas estén justificadas por alguno de los intereses contemplados en el articulo 21,
apartado 3, parrafo segundo, del Reglamento sobre concentraciones. En efecto, si, al
hacerlo, advierte que el Estado miembro adopté las medidas de que se trata con el
fin de garantizar la proteccién de alguno de los intereses legitimos enumerados en
dicho parrafo, no serd necesario que continde su examen ni que compruebe si las
citadas medidas estén justificadas por cualquier otro interés pablico previsto en el
parrafo tercero.

Por consiguiente, dado que, como resulta del apartado 57 de la presente sentencia, la
Comisidn, en virtud del articulo 21, apartado 3, parrafo tercero, del Reglamento
sobre concentraciones, es competente para adoptar una decisién sobre la
compatibilidad con los principios generales y demds disposiciones de Derecho
comunitario de los intereses ptblicos protegidos por un Estado miembro distintos
de los enumerados en el parrafo segundo de dicho apartado, aunque el Estado
miembro de que se trate no haya comunicado tales intereses, procede concluir que,
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al adoptar la Decisién impugnada, la Comisién no invadié las competencias del
Tribunal de Justicia o de los 6rganos jurisdiccionales nacionales y, por tanto, no
infringi6 el articulo 21, apartado 1, del Reglamento sobre concentraciones ni el
articulo 220 CE. Tampoco infringié el articulo 226 CE ni utilizé un procedimiento
inadecuado.

De lo anterior resulta que los motivos tercero, cuarto y sexto deben desestimarse por
infundados.

Sobre el primer motivo

Mediante su primer motivo, el Gobierno portugués alega que la Comisién incumpli6
la obligacién de motivacidn establecida en el articulo 253 CE, al no indicar de modo
suficientemente preciso la base juridica de la Decisién impugnada.

Basta sefialar que del tenor de la Decisién impugnada, en particular, de los
considerandos 60 a 64, se desprende con claridad que se basa en el articulo 21,
apartado 3, parrafo tercero, del Reglamento sobre concentraciones.

Por tanto, también procede desestimar por infundado el primer motivo invocado
por el Gobierno portugués.
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Sobre el segundo motivo

Mediante su segundo motivo, el Gobierno portugués reprocha a la Comisién que no
haya motivado suficientemente la supuesta incompatibilidad de las medidas
nacionales con el Derecho comunitario. En su opinidn, la Decisién impugnada no
contiene, en concreto, ninguna evaluacién sustancial especifica de los intereses
subyacentes en las medidas adoptadas por las autoridades portuguesas que se apoye
en razones de hecho y de Derecho debidamente explicadas a la luz del marco
comunitario pertinente.

Procede recordar que, segiin una jurisprudencia reiterada, la motivacién exigida por
el articulo 253 CE debe adaptarse a la naturaleza del acto de que se trate y debe
mostrar de manera clara e inequivoca el razonamiento de la institucién de la que
emane el acto, de manera que los interesados puedan conocer las razones de la
medida adoptada y el 6rgano jurisdiccional competente pueda ejercer su control. La
exigencia de motivacién debe apreciarse en funcién de las circunstancias de cada
caso, en particular del contenido del acto, la naturaleza de los motivos invocados y el
interés que los destinatarios u otras personas afectadas directa e individualmente por
dicho acto puedan tener en recibir explicaciones. No se exige que la motivacién
especifique todos los elementos de hecho y de Derecho pertinentes, en la medida en
que la cuestién de si la motivaciéon de un acto cumple las exigencias del
articulo 253 CE debe apreciarse en relacién no sélo con su tenor literal, sino también
con su contexto, asi como con el conjunto de normas juridicas que regulan la
materia de que se trate (véanse, en particular, las sentencias de 13 de marzo de 1985,
Pafses Bajos y Leeuwarder Papierwarenfabriek/Comisién, asuntos acumulados
296/82 y 318/82, Rec. p. 809, apartado 19; de 2 de abril de 1998, Comisi6én/Sytraval
y Brink’s France, C-367/95 P, Rec. p. [-1719, apartado 63, y de 30 de septiembre de
2003, Alemania/Comisién, C-301/96, Rec. p. 1-9919, apartado 87).

Es cierto que la Decisién impugnada contiene una exposicién sucinta de los motivos
por los que la Comisién consideré que los intereses subyacentes en las resoluciones
de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000 eran incompatibles con los principios
generales y demds disposiciones de Derecho comunitario.
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No obstante, como observé el Abogado General en los puntos 66 y 67 de sus
conclusiones, tras haber identificado los intereses protegidos por las medidas
nacionales y afirmar que no se encontraban entre los intereses considerados
legitimos per se en virtud del articulo 21, apartado 3, pérrafo segundo, del
Reglamento sobre concentraciones, la Comisién proporciond en el considerando 58
de la Decisién impugnada una motivacién que, si bien es extremadamente sucinta,
permite comprender las apreciaciones en las que basa su razonamiento.

Ademis, como subraya el Abogado General en el punto 68 de sus conclusiones, la
Decisién impugnada se adopté en un contexto que era bien conocido por el
Gobierno portugués, a saber, en el marco del procedimiento por incumplimiento
que concluyé con la sentencia Comisién/Portugal, antes citada, y el Gobierno
portugués no facilité a la Comisién la minima indicacién sobre la compatibilidad
con el Derecho comunitario de los intereses publicos protegidos por las medidas
controvertidas, ni siquiera en respuesta al escrito de la Comision de 21 de
septiembre de 2000.

A la vista de este contexto, procede sefialar que la Decisién impugnada podia ser
motivada de una forma sucinta (véanse, a este respecto, las sentencias de 26 de
noviembre de 1975, Groupement des fabricants de papiers peints de Belgique y
otros/Comisién, 73/74, Rec. p. 1491, apartado 31, y de 19 de septiembre de 2000,
Alemania/Comisién, C-156/98, Rec. p. I-6857, apartado 105) y que, por tanto, estaba
suficientemente motivada (véase la sentencia de 30 de septiembre de 2003,
Alemania/Comisidn, antes citada, apartados 92 y 93).

De lo anterior se desprende que el tercer motivo invocado por el Gobierno
portugués es infundado.
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Sobre el quinto motivo

Mediante su quinto motivo, que se basa en la vulneracién del principio de
proporcionalidad, el Gobierno portugués alega, en una primera parte, que la
Comision fue mas alld de lo necesario para hacer respetar el Derecho comunitario al
declarar en la Decisién impugnada que la Reptblica Portuguesa debfa revocar
integramente las resoluciones de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000 y al afirmar, en
general, en la parte dispositiva de dicha Decisién, que los intereses subyacentes en
tales resoluciones no son compatibles con el Derecho comunitario, a pesar de que de
la Decisién impugnada resulta que la operacién notificada habria dado lugar a dos
concentraciones, a saber, Secil/Cimpor y Holderbank/Cimpor, y que s6lo la segunda
habria tenido dimensién comunitaria.

En una segunda parte de este motivo, el Gobierno portugués sostiene que, dado que
el procedimiento de evaluacion de la concentracién notificada, debido a la falta de la
informacion solicitada a las partes, estaba suspendido en el momento en que se
adopté la Decisién impugnada y que, por tanto, ésta se tomé en un periodo
caracterizado por la incertidumbre acerca de la continuacién del procedimiento o
no, la Comisién deberia haber dado muestras de prudencia optando por 6rdenes
conminatorias que no fueran definitivas. La obligacién de revocar las resoluciones
de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000 no se ajusta a los objetivos perseguidos ni es
compatible con ellos y, por tanto, constituye una vulneracién del principio de
proporcionalidad.

En cuanto a la primera parte de este motivo, procede sefialar que, como ha
observado la Comisién, las dos operaciones de concentracién estaban indisolu-
blemente unidas, ya que la oferta ptblica de adquisicién del capital social de Cimpor,
por medio de Secilpar, se efectud con el fin de repartir los activos de Cimpor entre
Secil y Holderbank. Asi, no era posible limitar los efectos de la Decisién impugnada
a la concentracién Holderbank/Cimpor. Por tanto, la Comisién tenia razén al
sefialar, en la Decisién impugnada, que la Republica Portuguesa estaba obligada a
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revocar integramente las resoluciones de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000 y al
declarar, en general, que los intereses subyacentes en dichas resoluciones eran
incompatibles con el Derecho comunitario.

En cuanto a la segunda parte, basta con afirmar, como el Abogado General observé
en el punto 74 de sus conclusiones, que la Comisién pudo entender que la
inactividad de las partes se debia, al menos parcialmente, a la adopcién de las
resoluciones de 5 de julio y de 11 de agosto de 2000 y que, en consecuencia, era
especialmente importante y urgente que interviniera con cardcter definitivo.

De las consideraciones anteriores resulta que el quinto motivo del recurso también
es infundado.

Por consiguiente, dado que todos los motivos son infundados, procede desestimar el
recurso.

Costas

A tenor del articulo 69, apartado 2, del Reglamento de Procedimiento, la parte que
pierda el proceso serd condenada en costas, si asf lo hubiera solicitado la otra parte.
Por haber solicitado la Comisién la condena en costas de la Reptiblica Portuguesa y
por haberse desestimado en lo esencial los motivos de ésta, procede condenarla en
costas.
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En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Pleno)

decide:

1) Desestimar el recurso.

2) Condenar en costas a la Republica Portuguesa.

Skouris Jann Timmermans
Rosas Gulmann Puissochet
Cunha Rodrigues La Pergola Schintgen
Colneric von Bahr

Pronunciada en audiencia publica en Luxemburgo, a 22 de junio de 2004.

El Secretario El Presidente

R. Grass V. Skouris
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